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Editorial
Como consecuencia del mecanismo 
constitucionalmente previsto de la 
moción de censura, a partir del 
primero de junio pasado, se ha 
producido un cambio de gobierno, 
difícil de prever para muchos, 
gracias a los inesperados apoyos 
parlamentarios de los grupos de 
izquierda y nacionalistas. 
Innumerables casos de corrupción 
lastraban la acción del anterior 
ejecutivo siendo la puntilla el fallo 
de la sentencia de la “Gürtell”, 
firmada, entre otros, por nuestro 
compañero José Ricardo de Prada. 
A cambio, este magistrado recibió 
brutales ataques de la formación 
política que sostenía al ejecutivo lo 
que motivó un comunicado 
conjunto de las asociaciones 
judiciales en su defensa.


El cambio de escenario político ha 
supuesto lógicamente un cambio de 
equipo en el Ministerio de Justicia. 
Dos días antes de su cese, Rafael 
Catalá asumía una serie de 
compromisos concretos, fijando por 
primera vez en sus cuatro años de 
mandato fecha para la celebración 
de la mesa de retribuciones. En la 
primera reunión con la nueva 
ministra y su equipo, Dolores 
Delgado se muestra receptiva a las 
propuestas de mejora de la Justicia 
de las asociaciones judiciales y de 
fiscales.


El Consejo General del Poder 
Judicial, en el tramo final de su 
mandato, no solo ha ignorado las 
propuestas de las que era 
destinatario, en la fijación de las 
cargas de trabajo o en materia de 
nombramientos, llegando incluso a 

manifestar públicamente su 
presidente que acompañarán a las 
asociaciones en sus propuestas 
reivindicativas. 


Finalmente, el nuevo escenario deja 
intacta la composición del 
Parlamento. En tramitación se 
encuentra la proposición de Ley 
Orgánica sobre permisos y 
licencias, y con ella diversas 
enmiendas referentes a la 
modificación de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y del Consejo 
General del Poder Judicial.


Ante este panorama, a la espera de 
respuesta de los diferentes 
destinatarios en las próximas 
semanas, ratificamos la unidad de 
acción con el resto de asociaciones 
judiciales y de fiscales sin descartar 
la reactivación de las medidas de 
conflicto que quedaron en suspenso 
tras el cambio ministerial. Y dentro 
de la normalidad en el 
funcionamiento de las instituciones, 
apostamos por una renovación en 
plazo del Órgano de gobierno de la 
Judicatura, en la que contamos con 
ocho candidatos y candidatas.


Por último, recordar que este 
Secretariado tiene entre sus 
prioridades la lucha por la igualdad 
del hombre y la mujer en la carrera 
judicial. Es ya una foto fija en las 
aperturas del año judicial la 
ausencia de juezas en la Sala de 
Gobierno del Tribunal Supremo. 
Resulta inaplazable romper el techo 
de cristal y aumentar la presencia 
femenina en la cúpula judicial.
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18 La sentencia del TJUE el 27 de febrero 
de 2018 en el asunto C-64/16, 

Associação Sindical dos Juízes 
Portugueses


 

Dr. Israel Butler*
Director de incidencia política en  

Civil Liberties Union for Europe

Los hechos del asunto 
 
La sentencia fue dictada como consecuencia de una cuestión prejudicial formulada por el 
Tribunal Supremo Administrativo de Portugal. Los hechos del asunto eran los siguientes. En 
el contexto de las medidas destinadas a reducir el excesivo déficit presupuestario del 
Estado, el Gobierno portugués tomó medidas para reducir temporalmente el salario de 
todos los funcionarios públicos, incluidos los jueces. El Sindicato de Jueces de Portugal 
interpuso un recurso en nombre de los jueces del Tribunal de Cuentas portugués 
solicitando la anulación de las medidas administrativas que provocaban las reducciones 
salariales y el reembolso de las cantidades retenidas de los salarios. El Sindicato de Jueces 
alegó que la reducción salarial violaba el principio de independencia judicial consagrado en 
el artículo 19(1) del Tratado de la Unión Europea (TUE) y el artículo 47 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea (Carta). 

 
El tribunal nacional planteó una cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea sobre si el principio de independencia judicial protegido por el artículo 19 (1) del 
TUE y el artículo 47 de la Carta impedía una reducción unilateral y continuada de los 
salarios de los magistrados.


Fundamentación jurídica 
 
El Tribunal de Justicia consideró que, tal como se establece en el artículo 2 del TUE, la UE 
se fundamenta en el Estado de derecho y, que tal como establece el deber de cooperación 
leal del artículo 4(3) del TUE, la responsabilidad de garantizar una aplicación correcta de la 
legislación de la UE recae tanto en los tribunales nacionales como en el propio Tribunal de 
Justicia. El artículo 19 del TUE, que define específicamente el concepto de “Estado de 
derecho” del artículo 2 del TUE, obliga a los Estados miembros a “prever un sistema de 
vías de recursos y de procedimientos que garantice un control judicial efectivo” en “los 
ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión” (párrafo 34 STJUE). Por consiguiente, los 
“órganos jurisdiccionales” en el sentido del ordenamiento jurídico de la UE deben “cumplir 
las exigencias de la tutela judicial efectiva” (párrafo 37 STJUE). 


* El autor quiere agradecer a Lydia Vicente, directora de Rights International Spain (http://
www.rightsinternationalspain.org/ ) por su ayuda y aportaciones en la redacción de este artículo. 

http://www.rightsinternationalspain.org/
http://www.rightsinternationalspain.org/
http://www.rightsinternationalspain.org/
http://www.rightsinternationalspain.org/
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El Tribunal de Justicia dictaminó además 
que para que un tribunal pueda ofrecer 
una tutela judicial efectiva, debe ser 
“independiente”, como determina el 
artículo 47 de la Carta. Esto requiere que 
el órgano jurisdiccional “ejerza sus 
funciones jurisdiccionales con plena 
autonomía, sin estar sometido a ningún 
vínculo jerárquico o de subordinación 
respecto a terceros y sin recibir órdenes ni 
instrucciones de ningún tipo”, para que el 
órgano jurisdiccional “esté protegido de 
injerencias o presiones externas que 
puedan hacer peligrar la independencia de 
sus miembros a la hora de juzgar o que 
puedan influir en sus decisiones” (párrafo 
44 STJUE). El Tribunal de Justicia declaró 
que, así como “la inamovilidad de los 
miembros del órgano en cuestión” es 
fundamental para garantizar su 
independencia, el pago a los jueces de 
“un nivel de retribuciones en consonancia 
con la importancia de las funciones que 
ejercen” también “constituye una garantía 
inherente a la independencia 
judicial” (párrafo 45 STJUE).

 
Al aplicar este razonamiento al asunto que 
nos ocupa, el Tribunal de Justicia 
consideró que el hecho de que la 
reducción salarial formara parte de 
medidas más amplias de reducción del 
gasto público, de que fuera una medida 
general de aplicación a todos los 
miembros de la administración pública y 
no únicamente al Tribunal de Cuentas, y 
de que era una medida de carácter 
temporal con un calendario para su 
supresión gradual, significaba que no 
podía considerarse que menoscabara la 
independencia de los miembros del 
Tribunal.

 
La interpretación del Tribunal de Justicia 
del artículo 19 del TUE es importante por 
dos razones. En primer lugar, implica que 
el artículo 19 del TUE es una obligación 
jurídicamente vinculante y autónoma para 
todos los Estados miembros de garantizar 
la existencia de un sistema judicial capaz 
de proporcionar una tutela judicial 
efectiva. En sentido estricto, el artículo 19 
solo se aplica a los órganos 
jurisdiccionales cuando se refiere a 
cuestiones comprendidas en “ámbitos 

cubiertos por el Derecho de la Unión”. Sin 
embargo, el Tribunal de Justicia consideró 
en este caso que el ámbito de aplicación 
material del artículo 19 es más amplio que 
el del artículo 51 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales, que limita la 
aplicabilidad de la Carta a las situaciones 
en las que los Estados miembros aplican 
la legislación de la UE. Si consideramos 
que pueden plantearse potencialmente 
cuestiones de Derecho de la Unión ante 
cualquier tribunal nacional, 
independientemente de su jurisdicción, el 
artículo 19 impone de facto la obligación 
general a los Estados miembros de 
mantener un sistema judicial que funcione 
correctamente. En segundo lugar, que, 
cuando se aplica el artículo 19 del TUE, el 
Tribunal de Justicia podrá utilizar la Carta, 
en particular el artículo 47, como una 
herramienta para interpretar el artículo 19 
del TUE, tal y como hizo en el presente 
caso. 

 
Cómo se aplica a la situación del sistema 
judicial en España

 
Se podría argumentar que las reformas 
que se han llevado a cabo en los últimos 
años en España han dado lugar a una 
violación del artículo 19 del TUE. Estos 
argumentos se exponen brevemente a 
continuación, junto con algunas 
referencias documentales que los apoyen. 
Cabe señalar que, para fundamentar una 
acción judicial, sería necesario aportar 
pruebas más sólidas. 

 
“En primer lugar, se podría 
argumentar que España ya no 
cumple el requisito de garantizar 
una tutela judicial efectiva debido 
a la duración excesiva de los 
procedimientos judiciales”. 


El artículo 47 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales incluye una disposición 
según la cual las causas deben ser oídas 
“dentro de un plazo razonable”. En una 
entrevista concedida a Rights International 
Spain, un miembro del poder judicial 
señaló que en 2013 el gobierno eliminó 
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1.200 puestos de jueces sustitutos, lo que representaba el 20% de las 
personas que administran justicia. El mismo juez señaló también que los 
recortes en el sistema judicial han sido más profundos que los recortes 
en otros sectores de la administración pública que se han llevado a 
cabo, en general, en el contexto de las medidas de austeridad. Además, 
el presupuesto para el poder judicial disminuyó un 4,21% en 2013 y un 
2,13% en 2014. Existen indicios de que hay retrasos excesivos en la 
resolución de los procedimientos en España y que estos se deben a 
recortes presupuestarios. Por ejemplo, España ocupa el puesto 22º 
según el Justice Scoreboard de la UE en cuanto al tiempo empleado en 
resolver asuntos civiles y mercantiles en 2016 por parte de los tribunales 
en todas las instancias. El Defensor del Pueblo también ha señalado que 
los retrasos inaceptables en los procedimientos judiciales son 
endémicos en España debido a la falta de recursos. Otro ejemplo de la 
excesiva lentitud de los procedimientos judiciales debido a la falta de 
recursos puede encontrarse en el funcionamiento de los juzgados 
creados para conocer de las demandas sobre “cláusulas suelo”, que a 
su vez tienen por objeto dar cumplimiento a una sentencia del Tribunal 
de Justicia. 

 
El Tribunal de Justicia ha tratado varios asuntos relativos a la 
interpretación de “plazo razonable” en el artículo 47 de la Carta, por lo 
general relacionados con denuncias de que el Tribunal General de la UE 
no ha dictado sentencias en el plazo oportuno. El Tribunal de Justicia ha 
afirmado que se deben tener en cuenta las circunstancias del caso, la 
complejidad del asunto y el comportamiento de las partes. El Tribunal de 
Justicia ha concluido que un procedimiento que ha durado cerca de tres 
años no ha constituido una demora manifiestamente irrazonable (Asunto 
C-604/13 P, párrafo 100), mientras que un procedimiento de cuatro años 
y siete meses si ha constituido un retraso manifiestamente irrazonable 
(Asunto C-580/12 P, párrafo 20). En una serie de casos en los que el 
Tribunal de Justicia consideró que existía un retraso manifiestamente 
irrazonable, concedió especial importancia a los retrasos de varios años 
entre el final de la fase escrita y la apertura de la fase oral, que no 
podían justificarse por las circunstancias específicas del caso que dio 
lugar al litigio (por ejemplo, el Asunto C-238/12 P, párrafos 119-120; 
Asunto C‑243/12 P, párrafos 138-139, Asunto C-616/13 P, párrafo 84; y 
Asunto C603/13 P, párrafo 58).

 
También existen indicios que apoyan el segundo argumento relacionado 
con la eficacia de los tribunales. Podría argumentarse que el hecho de 
que el CGPJ no haya establecido un límite a la carga de trabajo de los 
jueces y magistrados está entorpeciendo el proceso judicial. Según un 
informe de 2014 del Servicio de Inspección del Consejo General del 
Poder Judicial, más del 40% de los tribunales españoles funcionaban 
sobrepasando el 150% de la carga de trabajo máxima recomendada y 
casi el 75% sobrepasaban el 100% de la carga de trabajo máxima 
recomendada. Existen indicios también de que el hecho de no limitar la 
carga de trabajo ha dado lugar a que se retrasen o se interrumpan los 
procedimientos debido a enfermedades de los jueces, incluso la muerte. 
También podría argumentarse que la eficacia de la justicia se está viendo 
perjudicada por una falta de recursos, lo que está provocando una 
práctica de traslados de jueces de una jurisdicción a otra para reforzar a 
sus colegas. Por ejemplo, en marzo de este año, el Comité de los 

Esta 
sentencia 
puede avalar 
que los 
jueces 
españoles 
invoquen la 
legislación de 
la Unión 
Europea para 
impugnar las 
reformas que 
perjudican a 
los tribunales 
nacionales.
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Derechos del Niño de Naciones Unidas criticó a España por permitir 
que los jueces especializados en menores fueran trasladados a 
tribunales ordinarios, impidiendo que estos jueces especializados estén 
disponibles para su misión original.


También cabe argumentar que se viola el artículo 19 debido a la falta de 
independencia judicial. Los nombramientos en el CGPJ están 
condicionados políticamente, lo que resultó problemático ya que tras 
las elecciones del 2011 el PP gozó de una mayoría absoluta en ambas 
Cámaras. Esto le permitió nombrar a la mayoría de los miembros del 
CGPJ sin necesidad del acuerdo de otros partidos políticos. El CGPJ a 
su vez es quien nombra a los altos cargos judiciales y el proceso de 
selección de los mismos no es transparente y no se lleva a cabo de 
acuerdo con criterios objetivos. El organismo anticorrupción del 
Consejo de Europa, GRECO, ha criticado la ausencia de criterios 
objetivos de selección, lo que representa una amenaza a la 
independencia judicial. El actual CGPJ ha nombrado hasta ahora: casi 
una cuarta parte de la Sala Tercera del Tribunal Supremo (de lo 
contencioso-administrativo) y más del 40% de la Sala Segunda del 
Tribunal Supremo (de lo penal). Dos de estos nombramientos en 2018 
fueron particularmente polémicos, debido a que los magistrados 
elegidos ocuparon cargos políticos en el PP. El nombramiento del 
presidente de la Sala Tercera del Tribunal Supremo en 2015 también fue 
controvertido pues el CGPJ eligió a un candidato vinculado al PP que 
tenía menos méritos y experiencia que el anterior presidente del 
Tribunal, cuyo cargo decidió no renovar. Asimismo, los nombramientos 
por parte del CGPJ de los presidentes de ciertos tribunales podrían 
interpretarse como un intento de influir en el resultado de los juicios por 
corrupción contra políticos del PP. 


Estas cuestiones podrían plantearse en el contexto de un asunto 
nacional presentado por una asociación de jueces, como fue el caso de 
la Associação Sindical dos Juízes Portugueses. En el marco del 
proceso nacional, podría plantearse al Tribunal de Justicia una cuestión 
prejudicial sobre si los artículos 19 del TUE y el 47 de la Carta se 
oponen a la existencia de retrasos injustificados en los procedimientos 
judiciales debido a la falta de recursos, la ausencia de un límite a la 
carga de trabajo de los jueces y magistrados y la falta de unos criterios 
objetivos de selección para los altos cargos judiciales. 
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“El organismo anticorrupción del 
Consejo de Europa, GRECO, ha 
criticado la ausencia de criterios 

objetivos de selección, lo que 
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independencia judicial”.
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El pasado mes de mayo, en concreto los días 24 y 25 de dicho mes, celebramos en 
León nuestro congreso anual bajo el lema “Libertades Fundamentales en una 
Sociedad Democrática”. Sin perjuicio de la gran acogida que se nos brindó en León 
por parte de las autoridades y de los compañeros que se encuentran allí 
desempeñando sus funciones, el Congreso sirvió una vez más como espacio de 
debate entre los asociados y asociadas que decidieron acercarse hasta León, y al 
tratarse de  un congreso electivo supuso la renovación del Secretariado.


El Congreso se inició mediante la presentación del informe de gestión por parte del 
Secretariado saliente. La mayoría de cuestiones que plantearon los asistentes en 
relación a dicho informe de gestión, que resultó finalmente aprobado, se centraron 
en las movilizaciones que se han llevado a cabo este año por la carrera judicial y 
fiscal, especialmente por el papel jugado por las asociaciones. Si bien también se 
plantearon cuestiones relacionadas con el papel a jugar de cara al futuro por Juezas 
y Jueces para la Democracia, las relaciones que pudiera tener la asociación con 
colectivos feministas y se preguntó acerca de las iniciativas que se realizaron en 
materia de memoria histórica.


A continuación, se celebró una mesa redonda sobre los límites a la libertad de 
expresión, moderada por Amaya Olivas, cuyos participantes fueron nuestra 
compañera Montserrat Comas, los catedráticos, Miguel Díaz y García Conlledo y 
Jacobo Dopico, de la Universidad de León y de la Universidad Carlos III 
respectivamente; y Juan Pablo Uribe, docente e investigador de la Universidad de 
León. Todos ellos ofrecieron su visión sobre una cuestión de rabiosa actualidad, a la 
vista del auge de procedimientos penales por delitos de odio y por delitos que 
chocan con la libertad de expresión, y sobre una cuestión que en los momentos en 
que vivimos ha motivado también que en el  33º Congreso se tratara esta temática  
y que se optara el lema que finalmente se eligió.
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El mismo día 24, se desarrolló el que a 
mi juicio fue el debate de mayor 
intensidad y relevancia de entre los que 
se sucedieron en el congreso de León. 
Ese debate fue el referido a la 
participación en las instituciones.


Inicialmente se expusieron dos 
posturas: la postura de mantener lo 
acordado en el Congreso de Pamplona 
y la postura de que la Asociación vuelva 
a presentar candidatos y candidatas al 
Consejo General del Poder Judicial. Los 
argumentos de uno y de otro se pueden 
resumir de la siguiente manera: quienes 
entendían que no debían presentarse 
candidatos al Consejo por parte de la 
Asociación defendieron que nada ha 
cambiado desde el Congreso de 
Pamplona, ya que el CGPJ sigue siendo 
un órgano presidencialista, lo cual haría 
ineficaz la presentación de candidatos y 
candidatas, sin perjuicio de que cambiar 
la decisión adoptada iría contra los 
principios de la Asociación.


Por su parte, quienes eran favorables a 
la participación en las instituciones 
explicaron que de cara al público la 
Asociación sigue participando en el 
CGPJ, dado que dicho órgano se 
integra en la actualidad por asociados y 
asociadas que decidieron presentarse a 
título particular, al tiempo que la no 
participación en las instituciones ha 
supuesto una pérdida de relevancia de 
la Juezas y Jueces para la Democracia. 


Durante el debate que sucedió a la 
exposición inicial de posturas, se 
produjeron diversas intervenciones entre 
los partidarios y partidarias de una u 
otra postura. Quienes defendían 
mantener lo acordado en Pamplona 
aludían al desprestigio de la institución 
del Consejo, a que dicha decisión traería 
más descrédito a la Asociación, y a que 
el actual sistema de dicho órgano 
provoca que sean los políticos quienes 

manejan el CGPJ. Asimismo, algunos de 
los intervinientes en este sentido 
mencionaron que las experiencias 
anteriores con vocales de JJPD no han 
sido buenas, ya que ni siquiera han 
rendido cuentas a la Asociación.


Por su parte, quienes defendían la 
participación en las instituciones 
expresaron que es necesario contar con 
vocales de JJPD que sirvan de 
contrapeso, que lleven a la institución 
las ideas de la Asociación, así como que 
en nada ha mejorado la situación de la 
Asociación por dejar de participar en el 
Consejo, y que únicamente mediante la 
participación pueden llegar los cambios 
en la política judicial, al tiempo que se 
expresó la necesidad de que se dieran 
explicaciones sobre la labor del CGPJ 
por parte de los vocales a la Asociación. 
Este último extremo fue muy debatido, 
puesto que existen opiniones 
encontradas en relación a si un vocal 
avalado por Juezas y Jueces para la 
Democracia debe rendir cuentas ante la 
Asociación, al no estar sujeto a un 
mandato representativo.


Finalmente, la votación supuso que se 
aprobara la participación de JJPD en el 
Consejo, y que se abriera la posterior 
fase de presentación de candidaturas y 
de votación en el ámbito asociativo.


El 25 de mayo se presentaron las 
propuestas de las diferentes 
Comisiones. Así, la Comisión de 
Igualdad y la Comisión de Violencia de 
Género propusieron un comunicado 
sobre gestación subrogada, en el que se 
criticaba este tipo de gestación y la 
admisión de filiaciones derivadas de 
este tipo de gestación. Estas 
Comisiones también propusieron un 
comunicado sobre participación 
equilibrada de hombres y mujeres en los 
órganos institucionales de decisión, en 
los cuales perdura esa falta de igualdad. 
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Por último estas Comisiones hicieron una propuesta en materia de 
formación de Juezas y Jueces en perspectiva de género y derechos 
humanos. Todas las propuestas fueron aprobadas en el trámite de 
votación.


La Comisión de Derecho Privado incidió en su propuesta en la 
decepcionante respuesta que por parte de las Instituciones se ha dado a 
las demandas promovidas por consumidores, especialmente las dirigidas 
frente a entidades bancarias, y en el fracaso de los Juzgados 
especializados en condiciones generales de la contratación. La propuesta 
realizada resultó finalmente aprobada.


Por otro lado, la Comisión de Social formuló unas propuestas 
encaminadas a combatir la regresión en los Derechos Laborales y de cara 
a garantizar la igualdad, e igualmente esta propuesta fue aprobada.


En el caso de las Secciones Territoriales, la de Madrid propuso eliminar el 
actual sistema de acceso a la especialización y sustituirlo por cursos de 
formación de media o larga duración, así como eliminar la figura de los 
letrados permanentes del CGPJ. Ambas propuestas fueron aprobadas.


La Sección Territorial de Valencia propuso que se estudiaran todas las 
opciones existentes para convocar la mesa de retribuciones, propuesto 
que fue objeto de aprobación.


Por último, la Sección Territorial catalana pidió un reconocimiento a Carlos 
Álvarez Valdés por el diseño del nuevo logotipo de la Asociación, propuso 
el establecimiento de un régimen de sustitución para las compañeras y 
compañeros que desempeñen funciones directivas en las asociaciones, y 
realizó una proposición  de reforma de los estatutos para admitir el voto 
delegado, que generó un amplio debate. Finalmente las dos primeras 
propuestas salieron adelante, mientras que la correspondiente al voto 
delegado fue rechazada.


No quería finalizar estas líneas sin mencionar el homenaje que se hizo al 
final del Congreso a “Pito”, quien ha trabajado durante tantos años por y 
para la Asociación, y que recibió en León el cariño y el calor de todos y 
todas.
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Homenaje a “Pito”, quien 
ha trabajado durante 

tantos años por y para la 
Asociación, y que recibió 

en León el cariño y el calor 
de todos y todas.
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Entrevistas 
a nuestros 

candidatos a 
vocales del 

Consejo General 
del Poder Judicial

Tras decidirse en el 33º Congreso de León la participación de Juezas y Jueces para la 
Democracia en las instituciones, se elaboraron por parte del Secretariado una serie de 
compromisos que debían asumir las candidatas y los candidatos que decidieran 
presentar su candidatura con el aval de la Asociación y que podrás acceder a ellos en el 
siguiente enlace Programa de actuación conjunta de JJpD 


Asimismo se inició un proceso electoral en el que se presentaron un total de ocho 
candidaturas, las cuales recibieron el siguiente número de votos.


Carlos Hugo Preciado Domènech. Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña Sala Social (164 votos)


Mª Esther Erice Martínez. Magistrada y Presidenta Audiencia Provincial de Navarra (140 
votos)


José MªFernández Seijo. Magistrado de la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 15ª 
Civil (136 votos)


Mª Victoria Rosell Aguilar. Magistrada del Juzgado de Instrucción nº 8 de las Palmas de 
Gran Canaria (128 votos)


Ignacio Martín Verona. Magistrado del Juzgado de Primera Instancia nº 12 de Valladolid (96 
votos)


Ignacio Espinosa Casares. Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja, Sala 
Social (93 votos)


Mª Lucia Ruano Rodríguez. Magistrada del Juzgado de Violencia sobre la Mujer nº 2 de 
Madrid (61 votos)


Carlos Manuel Suárez-Mira Rodríguez. Magistrado del Juzgado Penal nº 2 de Ferrol (42 
votos)    


En este Boletín los candidatos y las candidatas que cuentan con el aval de la Asociación 
responden a una serie de preguntas y planteamientos acerca de sus propósitos si 
fueran nombrados vocales, y acerca del pasado y futuro de la institución del CGPJ.

http://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2018/07/PROGRAMA-DE-ACTUACION-CONJUNTA.pdf
http://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2018/07/PROGRAMA-DE-ACTUACION-CONJUNTA.pdf
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Entrevista a Carlos 
Hugo Preciado 

Domenech 
Magistrado de la Sala Social del Tribunal Superior 

de Justicia de Cataluña

¿Cuál ha sido hasta la fecha tu trayectoria 
profesional y que te ha motivado a 
presentarte? 

Mi primer trabajo fue como Ordenanza en 
Hacienda. Simultaneé los estudios de Derecho 
con el trabajo y me licencié en la UNED el año 
2000. Oposité por turno libre y gané la plaza 
de juez en 2005 (57 promoción), mientras 
trabajaba como abogado laboralista. Mi primer 
destino fue el Juzgado de Valls nº 1, y de ahí 
pase al Juzgado de Violencia sobre la Mujer de 
Reus. Me presenté a las pruebas de 
especialista y obtuve la especialidad social en 
2011, pasando a ocupar mi actual plaza en la 
Sala Social del TSJ de Catalunya, que he 
compatibilizado con la docencia universitaria 
en las áreas de Derecho Penal y Laboral. 
Acabo de doctorarme -cum laude-  en junio de 
2018, con la tesis " Teoría General de los 
Derechos Fundamentales en el Contrato de 
Trabajo",  que saldrá a la luz en octubre de 
2018, y será la decimoquinta monografía que 
publico.


La principal motivación para presentarme 
como vocal del CGPJ es la de trabajar para 
devolver la institución a la ciudadanía, lograr 
que el ejercicio de la jurisdicción pueda 

hacerse con total independencia, contando 
medios personales y materiales  suficientes y 
con una carga de trabajo razonable, de forma 
que se permita un conocimiento personalizado 
de todos los asuntos. En definitiva, lograr un 
modelo humanizado de justicia, frente al 
modelo burocratizado y colapsado que se ha 
pretendido imponer.  


¿Puedes resumir la esencia de tu proyecto 
como integrante del CGPJ? 

La independencia judicial y su defensa es la 
clave de bóveda de cualquier proyecto 
constitucionalmente aceptable de CGPJ. Sin 
embargo, frente al habitual énfasis en los 
procedimientos de amparo de Jueces/as y 
Magistrados/as previstos en la LOPJ (art.14), 
que deberían efectivamente reforzarse y 
agilizarse; creo que uno de los principales 
problemas para la independencia judicial y 
para la justicia de calidad proviene de la 
sobrecarga de trabajo, la infradotación de la 
plantilla judicial, y la caótica organización de 
las oficinas judiciales, ancladas en un modelo 
organizativo del S. XIX. Otro problema  ha sido 
el propio CGPJ, y la deconstrucción de su 
función constitucional de órgano de gobierno 
al servicio de la independencia judicial.  El 

“La independencia judicial y 
su defensa es la clave de 

bóveda de cualquier proyecto 
constitucionalmente 
aceptable de CGPJ”BO
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modelo presidencialista implantado en la LO  
7/15 ha supuesto el estoque definitivo a ese 
modelo constitucional, que hay que intentar 
recuperar. La justicia es el pilar sobre el que 
reposa el Estado de Derecho: la lucha contra 
la corrupción, la igualdad ante la ley, la 
garantía de los derechos de los más débiles, 
no son posibles sin una justicia independiente;  
y el CGPJ, precisamente,  ha de volver a ser el 
máximo garante de dicha independencia.


¿Cómo entiendes que el CGPJ debería 
garantizar su función esencial que es 
preservar la independencia judicial? 

- Es imperativo y urgente diseñar un 
instrumento de medición y fijación de las 
cargas máximas de trabajo de l@s titulares de 
los órganos jurisdiccionales. El productivismo 
judicial no es acorde con el derecho de los 
ciudadanos/as a que su caso sea examinado 
con la calidad y el tiempo que se merecen. El 
número, como único criterio en las 
resoluciones judiciales, reduce la Justicia a la  
burocracia entendida en el peor de sus 
sentidos. 


- Amparar a los jueces/as y magistrados/as 
frente a injerencias y presiones de todo tipo 
que afecten al ejercicio de su función y lograr 
la normalización y efectividad del mecanismo 
de amparo previsto en el art.14 LOPJ y arts.
318 y ss del Reglamento de Carrera Judicial. 


- Impedir que la Inspección del CGPJ y el 
Promotor de la Acción Disciplinaria sean 
órganos al servicio de intereses políticos, y 
velar porque cumplan con su función de  
garantes de  la independencia judicial y del 
ejercicio de la función jurisdiccional con 
arreglo a la Constitución y la Ley. 


- Recuperar la función de difusión y pedagogía  
sobre el trabajo ímprobo que a diario realizan 
miles de jueces/as y magistrados/as, 
colocando los gabinetes de prensa al servicio 
de la información y no al servicio de objetivos 
políticos. 


- Garantizar que la formación continua no se 
supedite, como hasta ahora, a parámetros 
productivistas o presupuestarios. La formación 
de los miembros de la Carrera judicial no es 

solo un derecho, es un deber y una garantía 
para los ciudadan@s, y el deber del CGPJ es 
proporcionar esa formación proveyendo las 
sustituciones que sean precisas para ello. La 
formación de los jueces/as no puede continuar 
supeditada al presupuesto que tenga el 
Ministerio de Justicia para sustituciones. 


- Agilizar las relaciones del CGPJ con las 
Administraciones estatal y autonómicas de 
justicia, a fin de que los medios materiales y 
recursos puestos al servicio de la Justicia sean 
suficientes para prestar un servicio de calidad.    


- Elaborar, aprovechando los trabajos ya 
existentes, un mapa de necesidades de planta 
desde una perspectiva de los Tribunales de 
Instancia, instando al Ministerio a que impulse 
un anteproyecto para adaptar la organización 
judicial a las necesidades del S XXI. 


¿Qué perfil consideras que debe tener el 
presidente/a del futuro consejo? 

El futuro presidente/a del CGPJ debería ser 
quien sus vocales eligieran, fruto del debate y 
el consenso entre ellos/as. Aunque parezca 
una obviedad, no es lo que ha visto la 
ciudadanía en los últimos mandatos, en que el 
presidente ha sido proclamado por los 
partidos políticos y aclamado por los/as 
vocales. La independencia de la justicia y su 
defensa empieza por ahí, dejando que cada 
institución ocupe su lugar en la separación de 
poderes como instrumento para la  garantía de 
los derechos de la ciudadanía.


En segundo lugar, tras 40 años de CGPJ y 8 
presidentes varones, sería un importante signo 
de normalización constitucional de la 
institución que se designara a una mujer al 
frente del CGPJ. De esta forma la justicia 
empezaría a incorporar la igualdad de género 
en sus puestos máximos, lo que no sería sino 
un reflejo de lo que ya se da en una plantilla 
donde el 53,2 % son mujeres. 


A nivel personal debería ser una mujer con 
cualidades integradoras, capaz de aglutinar las 
distintas sensibilidades que integren el CGPJ, 
huyendo del modelo presidencialista actual y 
buscando el consenso en la toma de 
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decisiones, sacando lo mejor de cada uno de sus integrantes, para lograr la excelencia de la 
institución. 


¿Qué medidas sería eficaces para racionalizar la carga de trabajo judicial, mejorar las 
condiciones laborales y apoyar las reivindicaciones de actualización retributiva? 

En este punto hay dos referencias ineludibles:


- Las Compromiso con las 14 propuestas de la Comisión Interasociativa para la mejora de la 
Justicia. En el marco de la Comisión Interasociativa Permanente (CIP), las cuatro 
asociaciones judiciales hemos elaborado en fecha 16 de junio de 2017, un documento: 
“Propuestas para la mejora de la Justicia”, que ha sido refrendado por la mayoría de juntas 
de jueces así como por más de 3.500 jueces y juezas.


Las catorce propuestas se agrupan en tres apartados: a) reforzar la independencia judicial: 
CGPJ; b) modernización de la Administración de Justicia: calidad y eficacia; y c) condiciones 
profesionales.


- Las propuestas que se efectúan en el trabajo auspiciado por el propio CGPJ, "Protección 
social de la Carrera Judicial",  a cuyas conclusiones me remito en cuanto al detalle, y  de las 
que no se ha cumplido prácticamente ninguna durante el mandato del CGPJ saliente.


Crees que sería positivo que todos los candidatos propuestos comparecerán en congreso y 
senado a exponer sus proyectos


Me parece que ésa sería una medida propia de un Parlamentarismo democrático y maduro, 
donde la representación popular pueda cuestionar, debatir, interpelar y controlar a quienes 
van a ejercer la importante función de gobernar uno de los tres poderes del Estado. 


Reflexiones sobre el modelo de elección de vocales. 

Mi opinión personal es que los gobernados/as deben poder elegir a quienes les gobiernan.


El diseño constitucional parte de este principio, cuando en su art.122.3 la CE establece en 
12 el número de vocales judiciales y en 8 el de vocales no judiciales, y así se ha entendido 
por el Consejo Consultivo de Jueces Europeos del Consejo de Europa en su Carta Magna 
de los Jueces, en cuyo punto 13 se dice que  " El Consejo debe estar compuesto, bien en 
exclusiva por jueces, o, en su caso, por una mayoría sustancial de jueces elegidos por ellos 
mismos." En idéntico sentido se ha pronunciado el punto nº 31 del informe GRECO 
publicado el 3 de enero de 2018 (GRECO RC 4/2017(18),  en que insta a España a adoptar 
un consenso parlamentario que reforme el sistema de elección para vocales del CGPJ, de 
forma que los/as vocales judiciales sean elegidos por Jueces/as y Magistrados/as.


Por tanto, la elección judicial de los vocales judiciales no es sólo un principio democrático 
elemental, sino una clave para la lucha contra la corrupción.


Finalmente destaca si lo deseas algún aspecto en el que te comprometas a trabajar


Mi pertenencia desde su constitución en 2012 a la Comisión Nacional de Seguridad y Salud, 
me dotan de cierta experiencia en este ámbito, que me permite trazar con cierta claridad 
unas líneas de actuación que tengan por objetivo garantizar que el ejercicio de la función 
jurisdiccional con plena sujeción a la normativa de prevención de riesgos laborales, algo 
que, a fecha de hoy y por desgracia, todavía no se ha logrado. 
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ENTREVISTA A  
ESTHER 
ERICE 
MARTÍNEZ 

¿Cuál ha sido hasta la fecha tu 
trayectoria profesional y que te ha 
motivado a presentarte?  

Desde 1986 he desempeñado la función 
jurisdiccional en juzgados mixtos, de 
instrucción, en la Audiencia Provincial y 
actualmente soy Presidenta de la AP de 
Navarra. Cuento con una dilatada 
experiencia docente universitaria, de 
colaboración interinstitucional y de actividad 
asociativa. Comparto con quienes 
componen la carrera judicial la necesidad de 
una modificación profunda de la 
organización y dotación de juzgados y 
tribunales, de modo que nos permita 
atender de forma ágil y eficaz los 
procedimientos. Es necesario también 
propiciar una transformación en la cultura 
de la jurisdicción, reforzando un modelo de 
juez cuya independencia externa e interna 
sea funcional a la garantía de los derechos 
de todos y todas, dando entrada en la 
aplicación de la ley a los principios, valores 
y derechos fundamentales, con sensibilidad 
para dar respuesta a los problemas sociales 
planteados ante juzgados y tribunales.


¿Puedes resumir la esencia de tu 
proyecto como integrante del CGPJ? 

El objetivo que compartimos se alcanzará 
únicamente con la colaboración de la 
carrera judicial, de los otros poderes e 
instituciones del Estado y de la sociedad 
civil. La empatía del CGPJ con los 
miembros de la carrera y con la sociedad 
resulta imprescindible. La propuesta es un 
trabajo empático, cercano y colaborativo, 
estructurado en 2 ejes estratégicos, 13 
líneas de actuación y más de 60 medidas. 
Propongo un programa consensuado, que 
se haga público y evaluable. Es relevante la 
incorporación de forma efectiva y 
transversal de las medidas necesarias para 
integrar el principio de igualdad entre 
hombres y mujeres en todas sus 
atribuciones y atender al desarrollo y 
dotación presupuestaria de las reformas de 
organización y modernización ya previstas y 
sin implementar en su totalidad 
(determinación de cargas de trabajo, 
ampliación de la planta, justicia digital, 
oficina judicial, nueva organización funcional 
y territorial etc.).
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Presidenta de la Audiencia 
Provincial de Navarra

“El objetivo que 
compartimos se alcanzará 
únicamente con la 
colaboración de la carrera 
judicial, de los otros 
poderes e instituciones 
del Estado y de la 
sociedad civil.”
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¿Cómo entiendes que el CGPJ debería garantizar su función esencial que es preservar 
la independencia judicial? 

La independencia interna y externa, comienza con un adecuado Estatuto judicial: 
determinación y correcta distribución de la carga de trabajo, atención a la salud laboral, 
independencia económica, igualdad, recursos suficientes, organización adecuada y 
establecimiento de criterios de mérito y capacidad objetivos para el desarrollo de la 
trayectoria profesional de Jueces y Juezas (cargos, destinos y nombramientos). Un trabajo 
eficiente con respeto a los principios constitucionales, respetuoso en el lenguaje y en los 
argumentos, posibilita un reconocimiento social, imprescindible para la consolidación de la 
independencia y la imparcialidad. Las actuaciones del promotor de la acción disciplinaria y 
del servicio de inspección deben estar siempre alejadas de cualquier perturbación de la 
independencia. Ha de mejorarse la efectividad del amparo, fijando pautas para su ejercicio y 
distintas medidas de respuesta.


¿Qué perfil consideras que debe tener el presidente/a del futuro consejo? 

Creo necesario que el Presidente/a posea liderazgo, conocimiento y empatía con la carrera y 
las demandas sociales, capacidad deliberativa, negociadora, de trabajo colegiado y de 
colaboración con otros poderes, organismos, profesionales y con la sociedad civil, de modo 
que posibilite y estimule el trabajo conjunto de todos/as los miembros del CGPJ y de la 
carrera en un proyecto común, que obtenga el apoyo coordinado de otras administraciones y 
poderes del Estado. Impulsará la atención a Jueces y Juezas, una clara determinación de sus 
funciones y el desarrollo de su Estatuto, de forma que se fortalezca la justicia como poder del 
Estado, independiente, imparcial y responsable; asimismo orientará el trabajo del CGPJ para 
la consecución del correcto y diligente desempeño de la función judicial como servicio 
público, con las prestaciones que para ello deben aportar otras administraciones.


¿Qué medidas podrían tomarse para que el CGPJ sea más transparente y aceptado por 
la ciudadanía? 

La publicación de forma comprensible del programa y la actividad del CGPJ y del trabajo 
desarrollado por juzgados y tribunales puede proporcionar un exacto conocimiento de éstos, 
con el fin de que pueda efectuarse un adecuado control democrático del poder judicial por la 
sociedad y por la opinión pública, la Memoria anual presentada en el Parlamento, será útil a 
tal fin. Igualmente se ofrecerá la información pertinente a aquellas demandas que se realicen 
respecto al funcionamiento en un caso concreto, evitando filtraciones y juicios paralelos. La 
oficina de comunicación del Consejo, su portavoz y los gabinetes de prensa llevarán a cabo 
una política de comunicación pública que facilite esta información. Pueden colaborar 
eficazmente la oficinas de mediación y atención al ciudadano con una actuación cercana e 
integral y los sistemas telemáticos para la gestión de quejas, sugerencias y demandas de 
información.


En materia de violencia contra las mujeres ¿qué planes propones? 

El trabajo en el Observatorio contra la violencia doméstica y de género del CGPJ precisa una 
revisión y un nuevo impulso, ya que se han desdibujado sus funciones y ha perdido 
capacidad e incidencia. Necesita mayor precisión, celeridad y calidad técnica en sus datos 
estadísticos e informes sobre el estudio y seguimiento de la respuesta judicial, con 
conclusiones prácticas concretas, lo que proporcionará una mayor eficacia a las actuaciones 
de los organismos judiciales y para una mejor prevención, enjuiciamiento y sanción de estos 
delitos. Conviene impulsar la coordinación de las instituciones implicadas en el 
enjuiciamiento, con la participación del Grupo de Expertos y de las organizaciones de la 
sociedad civil, para evitar la victimización secundaria e implementar el Estatuto de la Víctima. 
Es necesario la formación en perspectiva de género, y la aplicación del Pacto de Estado y el 
Protocolo de Estambul.
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¿Cuál ha sido hasta la fecha tu trayectoria profesional y que te ha motivado a 
presentarte? 

Mi trayectoria profesional no es muy distinta de la de otros compañeros y compañeras, 
accedí a la carrera judicial en el año 1990, por el turno libre. Pasé los primeros años en 
juzgados mixtos, con una carga muy alta de trabajo y guardias casi permanentes. Tuve la 
suerte de ascender rápido, a un juzgado de primera instancia, donde estuve 9 años. En el 
año 2004 aprobé la especialidad mercantil, allí tuvimos que gestionar la crisis del 2008 y 
sus consecuencias, no sólo en los procesos de insolvencia, sino también en las acciones 
de protección de los consumidores. Desde finales de 2015 estoy destinado en la 
Audiencia Provincial de Barcelona, en la sección mercantil.


¿Puedes resumir la esencia de tu proyecto como integrante del CGPJ? 

La razón principal por la que decidí presentar mi candidatura a vocal del CGPJ por medio 
de la asociación fue la de integrarme en un proyecto colectivo. Creía que era necesario 
articular un programa común y me parecía básico que el Secretariado elaborara una serie 
de puntos y objetivos comunes que pudieran ser asumidos por los candidatos y las 
candidatas. En mi caso, partiendo de ese programa común, creo que los aspectos 
esenciales son los que tienen que ver con la defensa del servicio público de la justicia, la 
transparencia en la gestión de juzgados y tribunales, la agilización de trámites. Dar un 
impulso definitivo a la Carta de Derechos del Ciudadano ante la administración de justicia. 
El CGPJ no es un órgano de gestión de los intereses de la carrera judicial, es un elemento 
básico para la configuración de un Estado de Derecho.


¿Qué perfil consideras que debe tener el presidente/a del futuro consejo? 

Este ha sido uno de los pecados originales de todos los Consejos, la propuesta de 
presidente ha sido consensuada por los partidos políticos y se ha impuesto a los y a las 
vocales. Creo que la asociación acertó al incluir entre los puntos comunes el de no aceptar 
la imposición de un presidente por mecanismos externos a los de la propuesta y 
negociación de los miembros del CGPJ finalmente elegido. El consenso no debe ser de 

Entrevista a 
José Maria 

Fernández Seijo 
Magistrado de la Sección 15ª de la 
Audiencia Provincia de Barcelona 

“Los aspectos esenciales son los que 
tienen que ver con la defensa del 

servicio público de la justicia, la 
transparencia en la gestión de juzgados 

y tribunales, la agilización de trámites. 
Dar un impulso definitivo a la Carta de 

Derechos del Ciudadano ante la 
administración de justicia.”
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los grupos parlamentarios, sino de los y las vocales. Potenciar el perfil profesional, 
buscar personas con capacidad para alcanzar acuerdos, para articular un programa 
común. Buscar una persona que tenga sensibilidad con los problemas sociales, 
capaz de empatizar con la carrera judicial, sobre todo con las promociones más 
recientes, que han sido las peor tratadas. Me parece que es un buen momento para 
romper techos de cristal e impulsar a una mujer a la presidencia del Consejo, 
siempre que reúna el resto de cualidades.


¿Y qué medidas podrían tomarse para que sea más transparente y aceptado 
por la ciudadanía? 

Los puntos programáticos que propuso el Secretariado dan una hoja de ruta para 
lograr estos objetivos. Sería esencial rechazar el dedazo en la elección del 
presidente o presidenta. También puede ser útil que el Consejo en sus primeros 100 
días de mandato pueda presentar un programa conjunto, establecer prioridades en 
su labor. Creo que las comparecencias ante la Comisión de Justicia del Parlamento 
no pueden reducirse a una protocolaria presentación de la memoria, que hay 
muchos aspectos no jurisdiccionales en los que no sólo el presidente, sino también 
los y las vocales deberían tener la obligación de comparecer y dar cuenta ante las 
Cortes, también ante los parlamentos autonómicos.


¿Qué medidas sería eficaces para racionalizar la carga de trabajo judicial, 
mejorar las condiciones laborales y apoyar las reivindicaciones de 
actualización retributiva? 

Desde hace muchos años el CGPJ ha quedado lastrado por su incapacidad para 
cerrar un estudio fiable sobre cargas de trabajo asumibles en los distintos órganos 
judiciales, el módulo de trabajo es una herramienta esencial para fijar la carga de 
trabajo, hasta que no se consiga este objetivo los avances van a ser limitados y muy 
criticados. En materia de mejora de condiciones laborales hay que aspirar a 
homologar los derechos profesionales con los de otros sectores de la función 
pública, atendiendo a las peculiaridades de nuestro trabajo, sometido a grandes 
exigencias y tensiones. En materia retributiva deberían revisarse las bases salariales, 
sobre todo en lo que afecta a los primeros destinos, que soportan cargas muy 
elevadas de trabajo. Las asociaciones judiciales han logrado consensuar unas 
propuestas comunes que el CGPJ debería apoyar, sin olvidar que las mejoras 
retributivas deben ir acompañadas de compromisos de mayor transparencia, de 
eficacia, de agilidad y proximidad.


¿Cómo se podrían mejorar la situación de las nuevas promociones y de la 
Escuela Judicial? 

Creo que ya he hecho referencia a esta problemática en otras preguntas, es una de 
las prioridades del nuevo Consejo, que ha de proponer un plan de choque que 
permita dar estabilidad a las promociones que han sucumbido a la improvisación y 
falta de seriedad del Ministerio de Justicia. Me parece que la implantación de 
tribunales de instancia puede ayudar a superar estos problemas. En cuanto a la 
Escuela, tengo la sensación de que el proyecto inicial de una Escuela con capacidad 
efectiva para seleccionar a los futuros jueces y juezas se ha diluido, se ha convertido 
en un trámite rutinario. Hay que dar un nuevo impulso a la Escuela, que 
complemente los conocimientos contrastados en la fase de oposición, pero que sea 
capaz de formar en valores imprescindibles para desarrollar la función jurisdiccional 
en situaciones complejas, en escenarios de tensión. La Escuela debe reivindicar que 
el proceso de selección culmina allí, que no es sólo una cámara de descompresión 
tras el esfuerzo de las oposiciones. El Consejo debería también impulsar una 
revisión en profundidad del programa de oposición y perfilar un sistema de acceso 
que, sin merma de la excelencia, permita pruebas que no dependan sólo de la 
capacidad de memoria de los y las aspirantes.
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“Hay que realizar una labor 
pedagógica sobre la realidad 

de la jurisdicción. Tiene que 
adoptar urgentemente 

medidas para dignificar la 
función judicial, fijar las 

cargas máximas de trabajo y 
la planta judicial, terminar con 
la precariedad de las últimas 
promociones y aplicar el Plan 

de Igualdad.”

Valora la experiencia del anterior 
Consejo 

Internamente ha tenido un 
funcionamiento presidencialista, con 
vocales de dos categorías según su 
pertenencia o no a la Comisión 
Permanente, y un empobrecimiento 
de la pluralidad y del debate en el 
Pleno y las demás Comisiones. De 
cara al exterior se ha mostrado 
subordinado al Ministerio de Justicia 
y proclive a su instrumentalización, 
especialmente grave cuando se han 
dirigido ataques del poder –político o 
económico- a “jueces molestos” para 
sus intereses. No sólo no ha cumplido 
su función constitucional de defender 
la independencia judicial, sino que en 
materia de nombramientos judiciales 
y en su función disciplinaria se ha 
mostrado sectario. 


  

¿Puedes resumir la esencia de tu 
proyecto como integrante del 
CGPJ? 

Hay que realizar una labor 
pedagógica sobre la realidad de la 
jurisdicción. Tiene que adoptar 
urgentemente medidas para dignificar 
la función judicial, fijar las cargas 
máximas de trabajo y la planta 
judicial, terminar con la precariedad 
de las últimas promociones y aplicar 
el Plan de Igualdad. Debe afrontar un 
nuevo modelo de acceso y de 
formación inicial y continuada, 
cumplir con sus obligaciones 
constitucionales con independencia y 
sin sectarismos, y sus deberes 
institucionales en materia de DDHH. 


ENTREVISTA 
A VICTORIA 
ROSELL 
AGUILAR 
Magistrada del Juzgado de Instrucción 
nº 8 de Las Palmas de Gran Canarias
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¿Y que medidas podrían tomarse para que sea más transparente y 
aceptado por la ciudadanía? 

Prestar un servicio común a la ciudadanía y a la carrera judicial de valoración 
y comprensión de la función judicial, divulgando la situación de los órganos 
judiciales. Recuperar la función de portavocía y que la ejerzan vocales 
judiciales. Pero sobre todo, parecerse más a esa ciudadanía, cumpliendo los 
principios constitucionales en materias tan visibles como abstenerse de 
convocar actos oficiales religiosos y actos pomposos, utilizar en todos sus 
actos y comunicaciones un lenguaje comprensible e inclusivo, y desde luego 
promover la igualdad real en la carrera, o la mitad de la sociedad nunca se 
verá reflejada. 


¿Crees que sería positivo que todos los candidatos propuestos 
comparecieran en congreso y senado a exponer sus proyectos? 

Sí, absolutamente. El oscurantismo en las negociaciones por los puestos de 
vocal del CGPJ incrementa no solo la percepción, sino la realidad de las 
deudas entre los partidos políticos y las personas escogidas. La elección 
parlamentaria, sea de todos los puestos, tanto de procedencia judicial como 
de otras profesiones jurídicas, o solo de los primeros, obedece a una lógica 
de legitimidad de representación del pueblo que hoy en día exige 
mecanismos de democracia más directa, sea en la elección o al menos en la 
observación y control. Y lo mínimo que cabe exigir a una persona candidata 
a un órgano constitucional es un proyecto. 


¿Qué medidas serían eficaces para racionalizar la carga de trabajo 
judicial, mejorar las condiciones laborales y apoyar las reivindicaciones 
de actualización retributiva? 

Es ineludible fijar las cargas de trabajo máximas por órgano judicial a partir 
de las cuales crear nuevas plazas. Cumplir estrictamente con el calendario 
pactado con la CNSS en materia de salud laboral, realizar acciones positivas 
de conciliación y valoración de las tareas de cuidados familiares, terminar 
con la precariedad y los primeros destinos de sustitución, suprimir los 
juzgados de cláusulas suelo, superar los criterios productivistas en 
detrimento de la calidad y la prestación de un buen servicio público, y 
defender las exigencias pactadas por las asociaciones judiciales en materia 
de retribuciones.


En materia de derechos fundamentales, libertades públicas y derechos 
humanos ¿qué planes propones? 

La difusión y promoción del cumplimiento de recomendaciones en materia 
de DDHH: del CEDAW (2014) sobre formación en materia de violencia y 
estereotipos de género; de las Reglas de Bangkok de la ONU (2010) para el 
tratamiento de las reclusas y mujeres delincuentes; del Comité de los 
Derechos del Niño de la ONU sobre infancia solicitante de asilo y refugio, 
MENAS y justicia juvenil;  del Comité contra la Tortura de Naciones Unidas y 
del informe del Comité para la Prevención de la Tortura del Consejo de 
Europa (2017); del Defensor del Pueblo (2018)  sobre el plazo de detención 
antes de la puesta a disposición judicial y sobre tutela judicial efectiva de las 
personas que llegan en situación irregular a las costas españolas...
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¿Cuál ha sido hasta la fecha tu 
trayectoria profesional y que te ha 
motivado a presentarte? 

Accedí a la carrera judicial en el año 1993 
por turno de oposición, y he servido en 
distintos juzgados: Mixto1 de Durango 
( Vizcaya); Mixto de Toro ( Zamora); Social 
1 de Vitoria; Primera Instancia  nº 2 de 
Burgos; Mixto nº 5 de Palencia, y 
Juzgado de Primera Instancia nº 12 de 
Valladolid, con funciones de Mercantil, 
que es mi destino actual. 


Como veis, llevo ya unos cuantos años de 
experiencia judicial a pie de calle, en el 
servicio público de cara a los ciudadanos,  
lo que me ha permitido adquirir un 
conocimiento en primera persona de las 
deficiencias y necesidades de la 
administración de Justicia. Eso, y mi 
compromiso asociativo, son las razones 
que me han impulsado a participar en el 
proceso de renovación del CGPJ.


¿Cómo entiendes que el CGPJ debería 
garantizar su función esencial que es 
preservar la independencia judicial? 

El problema es de raíz. El informe GRECO 
lo viene reiterando en los sucesivos 
informes de seguimiento a sus 
recomendaciones al reino de España, en 
cuanto a las deficiencias que se advierten 
en el sistema de designación de los 
vocales y los nombramientos de la cúpula  
judicial,  dado el riesgo de interferencia 
del Poder Político, lo que constituye una 
realidad.


En nuestro debate asociativo interno, yo 
me he posicionado en defensa del 
sistema de elección parlamentaria, 
porque creo que con responsabilidad de 
los actores políticos evitando caer en la 
partitocracia y el reparto de cuotas entre 
los  candidatos, podrían evitarse las 
sombras de este sistema.  


¿Qué perfil consideras que debe tener 
el presidente/a del futuro consejo? 

Yo creo que la foto de apertura del año 
judicial en el Tribunal Supremo lo dice 
todo. Es necesario una presidenta mujer,  

Entrevista a 
Ignacio 
Martín 
Verona 
Magistrado del Juzgado de 1ª 
instancia nº 12 de Valladolid 

“Uno de los principales problemas que 
nos afecta es, por un lado, la 

desmotivación de muchos compañeros 
con años de ejercicio, y que carecen de 

expectativas de ascenso o cambio de 
destino, con el riesgo inherente de incurrir 

en una burocratización del trabajo.”
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asertiva, que ejerza sus funciones con flexibilidad, trasparencia y en posición de 
igualdad junto al resto de vocales. Con el sistema presidencialista actual, me 
parece una tarea difícil de llevar a cabo evitando las tentaciones de un modelo 
inspirado en principios antagónicos a los que he expresado.


Valora la experiencia del anterior consejo. 

El Consejo empezó subido al burro, al que ofrecía la zanahoria con desprecio. Y 
ha acabado  tirando del dogal, porque se ha dado  cuenta, tarde, de que esto no 
funciona. Creo que hay que reconocer cierto avance en temas como los riesgos 
laborales, la necesidad de determinar adecuadamente las cargas de trabajo, ó la 
puesta en marcha del Comité de Ética Judicial. Se trata de justas 
reivindicaciones que vienen reiterándose  por las asociaciones profesionales y 
los decanos durante años, asumidas  finalmente por el órgano que debería haber 
encabezado -al menos en su vertiente institucional- el movimiento de protesta 
judicial.  


Aún así, este Consejo ha seguido incurriendo en defectos que se pueden 
considerar crónicos, como la falta de una respuesta adecuada frente a los 
ataques a la independencia judicial, la opacidad de algunos nombramientos, o la 
imagen de pseudo parlamento.


¿Qué medidas sería eficaces para racionalizar la carga de trabajo judicial, 
mejorar las condiciones laborales y apoyar las reivindicaciones de 
actualización retributiva? 

Necesitamos rediseñar la carrera judicial. Uno de los principales problemas que 
nos afecta es, por un lado, la desmotivación de muchos compañeros con años 
de ejercicio, y que carecen de expectativas de ascenso o cambio de destino, con 
el riesgo inherente de incurrir en una burocratización del trabajo. Y por otro, la 
precariedad e inseguridad laboral de las nuevas promociones, que carecen de 
una mínima perspectiva en sus legítimas expectativas profesionales.


Ambos problemas tienen una misma raíz, y es el deficiente diseño de la Planta 
judicial, unido a la inexistencia de un reparto adecuado de las cargas de trabajo, 
que exigiría un adecuado diseño de los órganos judiciales, y previamente una 
determinación de esa carga asumible por cada órgano, para evitar que España 
siga siendo uno de los países europeos con peor ratio de jueces por habitante. 


Finalmente destaca si lo deseas algún aspecto en el que te comprometas a 
trabajar. 

Creo que JJpD tiene un discurso propio, fruto de muchos años de trabajo en 
comisiones, a través de la actuación pública de los sucesivos secretariados y del  
intenso debate interno que nos caracteriza, y que se corresponde con un modelo 
de juez constitucional, al servicio de la ciudadanía y que forma parte activa de 
esa sociedad plural y democrática que tenemos la suerte de disfrutar, pese a 
quienes se empeñan en instaurar el modelo de pensamiento único, ultraliberal e 
insolidario.  


Mi compromiso es tratar de hacer que se oiga esa voz asociativa, reflejada en el 
programa de actuación que conocéis, no actuar como un mero mandatario de 
una opción política o partidista, aprendiendo de las críticas que, sin duda, 
recibiré, y valorando los beneplácitos cuando los pronuncie una voz sincera. 
Odio las genuflexiones aúlicas.
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ENTREVISTA 
A IGNACIO 
ESPINOSA 
CASARES 

Magistrado de la Sala Social del 
Tribunal Superior de Justicia 


de La Rioja

¿Cuál ha sido hasta la fecha tu 
trayectoria profesional y que te ha 
motivado a presentarte? 

Ingresé en el año 1.978 y mi primer destino 
fue Zarauz. Luego Sanxenjo, Santo 
Domingo de la Calzada, Málaga, Santoña, 
Reus y finalmente Logroño. Del año 1.989 al 
2002 fui Presidente de la Sala de lo Social, y 
del 2002 al 2017, Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia de La Rioja.


Tras 28 años en Órganos de Gobierno, me 
gustaría estar en el Órgano de Gobierno 
más importante, que es el Consejo General 
del Poder Judicial.


¿Puedes resumir la esencia de tu 
proyecto como integrante del CGPJ? 

Suscribo de la “A” a la “”Z” el programa 
común elaborado por Juezas y Jueces para 
la Democracia para ese Consejo. De no 
hacerlo así, no me habría presentado.


¿Cómo entiendes que el CGPJ debería 
garantizar su función esencial que es 
preservar la independencia judicial? 

“El Consejo de 
oficio debería 

preservar la 
independencia del 

Juez que es 
inquietada”.
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Creo que se está haciendo un uso 
verdaderamente raquítico de lo dispuesto 
en el artículo 14 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Y  en las pocas ocasiones 
que se hace, la respuesta del Consejo o 
es nula o es insuficiente. 


El Consejo de oficio debería preservar la 
independencia del Juez que es 
inquietada.


¿Qué perfil consideras que debe tener 
el presidente/a del futuro consejo? 

Desde luego, todo menos el del actual 
Presidente. Es cierto que, al cambiar en 
el año 2013, la estructura del Consejo, se 
ha propiciado este Presidencialismo que 
el actual Presidente se ha encargado de 
exacerbar.


El Presidente  del Consejo debería ser 
únicamente un “primus interpares”.


Crees que sería positivo que todos los 
candidatos propuestos comparecerán 
en congreso y senado a exponer sus 
proyectos. 

Me parecería una medida adecuada, tal y 
como sucede con los vocales de 
procedencia no judicial. 


Además, ya se hace en otras instancias 
en España. Yo mismo he accedido en 3 
ocasiones a defender mi candidatura 
ante el Senado, como magistrado del 
Tribunal Constitucional, a propuesta del 
Parlamento de La Rioja.


Reflexiones sobre el modelo de 
elección de vocales. 

No tengo claro lo del modelo elección de 
los vocales. El modelo de ser elegidos 
por los propios Jueces  y Magistrados/as 
puede tener un cierto “tufillo” 
corporativo, y no refleja exactamente el 
sentir ciudadano.


El modelo actual, tiene el inconveniente 
de tener un tufillo de politiqueo y de 
cambio de cromos.


En cualquier caso, lo más importante es 
la independencia intrínseca del Vocal 
elegido.
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¿Cuál ha sido hasta la fecha tu 
trayectoria profesional y que te ha 
motivado a presentarte? 

Tengo 63 años y comencé a trabajar 
como abogada en el año 1977, esto 
es, en plena transición a la 
democracia. Inicié en la Universidad 
el activismo político y social, que 
continué como abogada al 
incorporarme a un despacho 
laboralista, conocido por su 
compromiso social y político. Ejercí la 
abogacía hasta el año 1993 en que 
comencé a trabajar en el Gabinete de 
Estudios de Consejo Económico y 
Social del Estado. Accedí a la carrera 
judicial en el año 2002 por el cuarto 
turno. Desde entonces he 
desempeñado destinos en Juzgados 
de lo Social de San Sebastián, 
Madrid y Toledo (Talavera de la 
Reina)  y actualmente en un Juzgado 
de violencia sobre la mujer de 
Madrid. Así mismo he sido Consejera 
del Consejo Consultivo de Castilla La 
Mancha.   


Después de una larga vida 
profesional, al pensar en la cercanía 
de una próxima jubilación, 

comenzaba a tener  cierta sensación 
de derrota,  al  comprobar que la 
“transición” democrática no se ha  
llegado a completar en el seno de 
este poder del Estado que llamamos 
Poder Judicial, al que pertenezco 
desde hace 16 años. Cuando por 
primera vez, la mayoría de quienes lo 
integramos, desde la lógica 
pluralidad ideológica de las distintas 
asociaciones, estamos de acuerdo 
en cuáles serían algunas de las líneas 
de las reformas que se precisan, 
pensé que mi experiencia 
profesional, podría servir para 
contribuir a impulsarlas. El aval 
asociativo suponía la posibilidad de 
ser parte de un proyecto que ha de 
ser colectivo y tenía el valor añadido 
de facilitar el ejercicio independiente 
en el caso de alcanzar el 
nombramiento, tras un previo 
proceso de selección asociativa 
abierto a la participación y realizado 
con libertad, objetividad y 
transparencia.  


¿Cómo entiendes que el CGPJ 
debería garantizar su función 

ENTREVISTA 
A LUCÍA 
RUANO 

Magistrada del Juzgado de 
Violencia sobre la Mujer nº2 de 

Madrid
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sea realizable precisa de 
condiciones que el actual 
estatuto orgánico de jueces y 
magistrados no garantiza 
suficientemente”
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esencial que es preservar la 
independencia judicial? 

La independencia judicial como valor y 
principio para que sea realizable precisa 
de condiciones que el actual estatuto 
orgánico de jueces y magistrados no 
garantiza suficientemente. Entre los 
aspectos que a mi juicio afectan 
negativamente a la independencia, 
considero de especial relevancia la 
política de ascensos y nombramientos. 
Una carrera en la que el mérito, la 
capacidad y la entrega al servicio público 
no se valoran suficientemente (incluso las 
denominadas “especialidades” se hacen 
mediante pruebas memorísticas, que 
perjudican a los jueces/as de más edad), 
el ascenso o progresión, con la estructura 
de edad actual, se difiere en gran parte a 
los nombramientos discrecionales. El 
ejercicio de la discrecionalidad requiere 
por parte de los órganos superiores una 
exquisita objetividad y transparencia, al 
servicio de los intereses generales. Pero 
estando contaminadas en muchas 
ocasiones las decisiones por criterios de 
oportunidad o conveniencia política, ello 
conlleva que quienes legítimamente 
aspiran a progresar profesionalmente, 
corran el riesgo de “acomodarse” a lo que 
se presume se espera de ellos por parte 
de aquellos de quienes depende esa 
progresión. 


 ¿Qué propondrías para que el CGPJ 
sea un órgano cercano a la judicatura? 

Propondría en primer lugar escuchar a los 
jueces/as. En particular a quienes están 
en sus primeros destinos o ejercen en 
órganos unipersonales, que son los que 
más sienten la soledad y a veces se ven 
desamparados ante situaciones difíciles. 
Es cierto que la existencia de las 
asociaciones judiciales y últimamente de 
algunos foros y grupos a través de las 
redes sociales, facilita el intercambio de 
opiniones y pareceres, lo que impide el 
aislamiento. Figuras como los delegados/
as de prevención, los delegados/as en 
materia de acoso, etc. no son suficientes. 
Habría que intensificar también la 
participación de los jueces/as en otros 
ámbitos de decisiones importantes. Así, 
sin duda, en las reformas de los 

reglamentos internos de auto- 
organización y gobierno que afectan al 
estatuto judicial. También en aspectos 
relevantes, como las medidas de 
modernización y digitalización de la 
Administración de Justicia; o cuando se 
aborden reformas legales de calado, 
como son las de las leyes procesales. En 
estas  y otras cuestiones se deberían de 
establecer medios formalizados de 
consulta, información y participación de 
los jueces/as en el seno de su órgano de 
gobierno.  


En materia de derechos 
fundamentales, libertades públicas y 
derechos humanos ¿qué planes 
propones? 

Creo que habría que reforzar la formación 
inicial y la continua en relación con el 
sistema de derechos humanos 
universales y con su  protección 
jurisdiccional en el ámbito interno e 
internacional. Me parece que hay ciertas 
carencias, que proceden de los 
programas de acceso y de la menor 
atención que se concede a esta 
formación,  frente al conocimiento de  la 
legislación sectorial especializada  o de la  
procesal. No debería dejarse a la mayor o 
menor sensibilidad, que se presume con 
carácter general de todos nosotros, el 
conocimiento especializado de una 
materia que es transversal y sobre la que 
no debería existir ninguna laguna 
formativa. En este sentido, sería necesario 
revisar los programas de formación e 
intensificar en los planes de formación 
continua el conocimiento que favorece la 
mayor sensibilidad y, por tanto, posiblilita 
mejorar la tutela judicial frente a las 
lesiones a los derechos humanos, para 
garantizar su efectividad; también frente a 
eventuales lesiones que pudieran 
provenir, por una insuficiente formación, 
de nuestras propias decisiones cuando 
interpretamos y aplicamos las leyes.  


¿Cómo se podrían mejorar la situación 
de las nuevas promociones y de la 
Escuela Judicial? 

La precarización que conlleva la aparición 
de las nuevas formas de provisión de 
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plazas y ocupación de destinos a 
través de las figuras de Jueces de 
adscripción territorial (JAT), Jueces de 
apoyo a los JAT (JAJAAT) y jueces en 
expectativa de destino, debe ser objeto 
de una reconsideración. No sólo  
entrañan una degradación de las 
condiciones profesionales de las 
nuevas promociones,  sino que  
también afectan negativamente a dos 
principios fundamentales del Estado de 
Derecho: el derecho al juez natural 
predeterminado por la ley, al derecho a 
la inamovilidad y, finalmente, a la 
independencia, por la provisionalidad 
de los destinos y la dependencia que 
conlleva  de las decisiones que puedan 
adoptar los órganos de gobierno de los 
Tribunales Superiores de Justicia. 
Desde tales premisas, se ha de revisar 
el estatus de estos jueces/as. Al 
haberse consolidado algunas 
situaciones personales, se requerirá del 
consenso más amplio posible para 
poner fin en el futuro a la forma de 
provisión de plazas y destinos de las 
nuevas promociones, en particular a 
las situaciones de expectativa de 
destino, que resultan poco compatibles 
con el modelo de juez constitucional, 
en cuanto significan de facto la 
existencia de diferentes estatus dentro 
de un cuerpo que según el artículo 117 
de la CE es “único”. 


Reflexiones sobre el modelo de 
elección de vocales.


Desde sus primeros mandatos, el 
órgano de gobierno ha estado 
sometido a la crítica de parte de la 
judicatura por su  “politización” que 
sería consecuente a la forma de 
elección establecida en la LOPJ, en 
desarrollo del artículo 122.3 CE. En mi 
opinión, no es la forma de elección de 
los vocales, lo que resta legitimidad al 
órgano, sino una mal entendida 
“politización” partidista, porque su 
elección y actuación, necesariamente 
ha de ser política, como sin duda lo 
son las decisiones sobre el gobierno de 
los jueces emanadas de un órgano 
constitucional del Estado y, por tanto, 
un órgano político. Es la politización 
partidista la que resta legitimación al 
CGPJ y a sus decisiones. 


Finalmente destaca si lo deseas 
algún aspecto en el que te 
comprometas a trabajar. 

Por mi trayectoria profesional y vital me 
preocupan las políticas públicas para 
impulsar la igualdad, los derechos 
humanos y la lucha contra la 
discriminación. En este ámbito, una de 
las políticas a las que me parece muy 
importante poder contribuir es la 
relativa al combate contra la violencia 
sobre las mujeres. El Observatorio del 
CGPJ, ha demostrado sus limitaciones, 
en particular en el último período. Para 
que el Observatorio pueda servir de 
instrumento a la política judicial y 
criminal frente a la violencia que 
padecen las mujeres, se necesita 
reconfigurar su composición y 
funciones. Asimismo se precisa dotarlo 
de medios de estudio y evaluación de 
los que carece. Ello impide hacer algo 
que en mi opinión sería fundamental: 
conocer a fondo la realidad sobre la 
que se actúa. La selección de 
indicadores sociales, métodos de 
investigación y en suma el estudio y 
evaluación de la política judicial y 
criminal, no puede ser sólo resultado o 
fin de un voluntarismo apriorístico de 
carácter ideológico y/o político. La Ley 
orgánica 1/2004 y sus sucesivas 
reformas no han sido hasta la fecha 
evaluadas por una entidad de 
evaluación de políticas públicas, 
siendo necesario hacerlo, cuando han 
de implantarse y desarrollarse las 
medidas del Pacto de Estado. Además, 
estimo que es fundamental y prioritario 
establecer un contacto más directo y 
permanente con y entre los/as titulares 
de los juzgados con funciones 
exclusivas o compartidas sobre la 
materia, por ser quienes conocen las 
carencias y dificultades y quienes 
tienen una fuente de información y un 
conocimiento de la realidad judicial 
insustituible. Además, se deberían 
diseñar herramientas para el 
intercambio de experiencias que 
resultarían de utilidad para mejorar y 
subsanar las carencias de orden 
material y organizativo existentes, así 
como proporcionar un ámbito de 
formación especializada y de desarrollo 
de propuestas de mejora legislativa. 
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¿Cuál ha sido hasta la fecha tu 
trayectoria profesional y qué te ha 
motivado a presentarte? 

Ingresé en la carrera judicial por el turno 
de juristas de reconocida competencia (4º 
turno) y mi primer destino fue el Juzgado 
de Instrucción nº 2 de Ferrol, competente 
en violencia sobre la mujer. 


Posteriormente concursé al Juzgado de lo 
Penal nº 2 de Ferrol que es mi actual 
destino, si bien pasé los dos últimos años 
reforzando en comisión de servicios la 
Sección 2ª de la Audiencia Provincial de A 
Coruña. Antes del ingreso en la carrera era 
Profesor Titular de Derecho Penal en la 
Universidad de A Coruña, habiendo sido 
también docente e investigador en las 
Universidades de Valencia y Vigo (donde 
me doctoré en 1994 tras haberme 
licenciado en 1989 en la de Santiago de 
Compostela). En ellas desempeñé varios 
cargos académicos (secretario del 
Instituto de Criminología, vicedecano de la 
Facultad de Derecho, director del 
Departamento de Derecho Público, 
miembro del Consejo de gobierno de la 
Universidad, etc.). También ocupé durante 
cerca de cuatro años la dirección general 
de la Academia Galega de Seguridade 
Pública (formación de policías y otro 

personal de seguridad y emergencias) y 
de la Escola Galega de Administración 
Pública (formación de funcionarios, entre 
ellos los judiciales), organismos 
autónomos adscritos a la Consellería de 
Presidencia, Administracións públicas e 
Xustiza de la Xunta de Galicia.


Recurriendo al refranero español, 
podríamos decir que he sido “cocinero 
antes que fraile”. Y presenté mi 
candidatura a vocal del CGPJ sobre todo 
para tratar de aportar mi experiencia 
adquirida en la gestión pública 
(universitaria, administración autonómica) 
y tras constatar, desde la perspectiva de 
juez, como antes desde la de profesor 
universitario de disciplina jurídica y desde 
la de alto cargo de una consejería de 
justicia, que son muchas las carencias y 
muchos los desafueros en el devenir diario 
del manejo de la administración de 
justicia. A diferencia de otras 
administraciones y de otros organismos 
del sector público, la justicia sigue anclada 
en épocas pretéritas, ya sea en la gestión 
de los recursos materiales, escasos y 
muchas veces indignos, como en la del 
personal que la servimos, en muchas 
ocasiones con nuestros derechos 
profesionales recortados en relación con 
el resto del funcionariado. Clama al cielo 

Entrevista a 
Carlos 
Suárez-Mira 
Rodríguez 
Magistrado del Juzgado de lo 
Penal nº2 de Ferrol

“Hay muchos caminos para acercarse a 
la judicatura y es obligación del Consejo 
explorarlos todos, pues actualmente se 

ha constatado una profunda desafección 
entre los jueces y juezas y su órgano de 

gobierno.”
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que a día de hoy aún no hayamos 
recuperado nuestros permisos y 
vacaciones de los que nos vimos privados 
con la excusa de la crisis económica. A 
nadie parece importar el estado de 
nuestros Juzgados y Tribunales, y mucho 
menos el de nuestros jueces y juezas. A mí 
sí me importa, y si tengo ocasión, lucharé 
por mejorarlo con toda mi determinación.


¿Crees que sería positivo que todos 
los candidatos propuestos 
comparecieran en el Congreso y el 
Senado a exponer sus proyectos? 

No sólo me parece positivo, sino 
imprescindible. Es evidente que los 
parlamentarios que hayan de elegir a los 
vocales, habrán de conocerles, mirarles a 
la cara y escuchar qué proyectos 
consideran necesario poner en marcha 
para conseguir una adecuada gestión del 
órgano de gobierno del Poder Judicial. 
Lo anómalo sería proceder a una 
elección por cuotas o por cualquier otro 
motivo distinto al mérito y capacidad que 
los candidatos acrediten y pongan de 
manifiesto ante sus señorías para 
desarrollar acciones en beneficio de una 
óptima administración de justicia en 
aquellas materias en las que es 
competente el Consejo.


¿Qué propondrías para que el CGPJ 
sea un órgano cercano a la judicatura? 

Hay muchos caminos para acercarse a la 
judicatura y es obligación del Consejo 
explorarlos todos, pues actualmente se ha 
constatado una profunda desafección 
entre los jueces y juezas y su órgano de 
gobierno. La desconfianza es máxima. Los 
nombramientos de cargos gubernativos y 
de magistrados/as del TS han sido 
cuestionados desde la carrera y la 
resignación que se ha instalado en ella 
hace que muchos jueces y juezas de 
indudable valía y con una larga trayectoria 
administrando justicia desistan de optar a 
tales cargos por pensar que no tienen 
posibilidad alguna de acceder a ellos. Eso 
es descorazonador. Tampoco han hallado, 
en la inmensa mayoría de ocasiones, el 
debido amparo que algunos han 
demandado ante las perturbaciones a su 
independencia. Se echa de menos, 
igualmente, una política de comunicación 
que traslade a la sociedad el estado real 
del funcionamiento de la justicia, del 
estatuto del juez, de nuestras legítimas 

demandas. Lo cierto es que desde la 
carrera se ve al Consejo como un ente 
extraño a la judicatura y no como la casa 
de todos. Por ello es necesario hacer 
partícipes a jueces y juezas de las 
decisiones que se adopten recuperando su 
confianza a través de una mayor 
transparencia, promoviendo frecuentes 
contactos entre los vocales y los jueces y 
juezas y las asociaciones judiciales, 
escuchándoles, captando sus inquietudes 
y desarrollando acciones para articularlas.


¿Qué medidas podrían tomarse para 
que el CGPJ sea más transparente y 
aceptado por la ciudadanía? 

Pese a haber sido galardonado con el II 
Premio a la transparencia, integridad y 
lucha contra la corrupción convocado por 
Transparencia Internacional España (TI-
España) y el Consejo General de la 
Abogacía Española, realmente la 
ciudadanía poco sabe del órgano de 
gobierno de la judicatura, y las noticias 
que le llegan no contribuyen tampoco a 
crear en la opinión pública una imagen real 
de lo que es el día a día del Consejo. Hay 
además una confusión generalizada, 
incluso entre personas formadas, entre lo 
que es el Poder Judicial y lo que es el 
Consejo. Es curioso cómo incluso en 
Correos cuando envías un escrito al CGPJ 
con sello de fechas te dicen que ellos no 
pueden poner dicho sello cuando va 
dirigido a un Juzgado o Tribunal… La 
imagen que se ha ido construyendo es 
negativa y oscurantista, a diferencia de 
otros organismos públicos perfectamente 
conocidos y valorados en su justa medida. 
Por tanto, es urgente revertir esta situación 
potenciando y optimizando las políticas de 
comunicación.


¿Qué perfil consideras que debe tener el 
presidente/a del futuro Consejo? 

Sin duda uno muy diferente del que tiene 
el actual, que ha sido calificado de 
“presidencialista”. La Constitución ha 
querido que el Consejo sea un órgano 
colegiado y que las decisiones se adopten, 
pues, de manera colegiada. Su art. 122 es 
bastante claro al respecto. Y no es baladí 
dicha configuración cuando estamos 
hablando de nombramientos, ascensos, 
inspección y régimen disciplinario. Es 
decir, de independencia judicial. Pero la 
carta Magna no solo ha querido eso, sino 
también que quienes integran el colegio, 
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que el presidente del TS ―elegido por los 
vocales― se limita a presidir, tengan una 
procedencia mixta: Jueces y Magistrados 
de todas las categorías judiciales y 
abogados y otros juristas, todos ellos de 
reconocida competencia y con más de 
quince años de ejercicio en su profesión. 
Por tanto, busca una representatividad de 
jueces y juezas, magistrados/as y 
magistrados/as del TS, pero también de 
los abogados/as (a quienes cita 
textualmente por su papel trascendente en 
la buena marcha de la administración de 
justicia) y de otros/as juristas, lo que 
incluirá al resto de profesiones jurídicas 
(fiscales, procuradores/as, letrados/as de 
la administración de justicia, profesores/as 
universitarios/as de disciplinas jurídicas, 
etc.), todos y todas, además, de 
reconocida competencia. Se quiere, por 
tanto, vocales de procedencia plural y de 
excelencia profesional. No se quiere, en 
cambio, lo que trajo la reforma de 
Gallardón: un sanedrín de vocales “de 
primera” y una “troupe” de vocales 
infrautilizados que han de compatibilizar su 
cargo con su actividad profesional (judicial 
o no). El nuevo presidente o presidenta ha 
de limitarse a presidir, que no a dirigir ni 
mucho menos a interferir en unas 
decisiones ineluctablemente colegiadas y 
plurales.


¿Puedes resumir la esencia de tu 
proyecto como integrante del CGPJ? 

En caso de resultar elegido me 
comprometo a actuar siempre teniendo en 
cuenta, única y exclusivamente, los 
principios de mérito y capacidad en 
materia de nombramientos, a introducir la 
variable de género para equilibrar la 
composición de los órganos judiciales y de 
los cargos gubernativos en aras de lograr 
en los altos puestos judiciales un reflejo de 
la realidad sociológica de la carrera 
judicial; a promover la dignificación de la 
carrera judicial en materia de derechos 
sociales, retributivos y profesionales; a 
garantizar la independencia judicial frente 
a las injerencias del poder político y de 
otros entes; a llevar a cabo una profunda 
reforma del régimen disciplinario que 

observe las mínimas garantías de legalidad 
y taxatividad frente al actual que permite 
una amplia discrecionalidad e incluso 
arbitrariedad y que genera una profunda 
inseguridad; a promover la flexibilización 
del régimen de incompatibilidades y de 
autorizaciones de compatibilidad, que roza 
en ocasiones lo grotesco; a promover una 
profunda reforma de la formación inicial y 
de la formación continua, el incremento de 
la planta, la implantación de los tribunales 
de instancia y la revisión de las 
demarcaciones judiciales; a reclamar un 
plan de inversión para la mejora de las 
infraestructuras judiciales y de la 
formación del personal de auxilio, 
tramitación y gestión; a la implementación 
con carácter inmediato y tras las 
negociaciones oportunas con el Ministerio 
de Justicia y con las CC.AA. de las 
“Propuestas para la mejora de la Justicia”, 
que han sido refrendadas por la mayoría 
de juntas de jueces así como por más de 
3.500 jueces y juezas; a la implantación 
sensata del expediente judicial electrónico 
de manera que contribuya a hacer más 
fácil el trabajo del juez y de la jueza, 
garantizando su salud, y no a reducir 
costes en la oficina judicial o a favorecer 
otros intereses; a la eliminación de las 
adscripciones forzosas y favorecimiento 
de la especialización, pero también del 
cambio de jurisdicción cuando sea 
deseado por el juez o la jueza; a devolver 
al juez y a la jueza la jefatura real de la 
oficina judicial, evitando que mientras se 
exige responsabilidad a éstos por la 
marcha del Juzgado, no se les dote en 
cambio de ninguna prerrogativa para 
corregir las disfunciones que pueda haber 
en el mismo. Hay muchas más cuestiones, 
pero no es posible plasmarlas todas aquí.

Me comprometo a trabajar en todos los 
anteriores aspectos, pero si hubiera que 
alzaprimar algunos, serían, sin duda, 
aquellos que sirvieran para devolver a la 
carrera judicial la ilusión por el desempeño 
de un trabajo al que hemos accedido por 
verdadera vocación ―temprana o tardía― 
y con el propósito de servir a los demás 
ciudadanos y ciudadanas, pero en donde, 
lamentablemente, solo hemos encontrado 
muchos palos y ninguna zanahoria.
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HOMENAJE A NUESTRO 
COMPAÑERO Y AMIGO 

ANTONIO NEBOT 
Jesús Rentero Jover


Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y La Mancha

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
  S

EP
TI

EM
BR

E 
20

18

No es fácil escribir de un amigo, y menos 
cuanto se ha muerto, pero me lo pide 
Fátima y no me puedo negar. Este verano, 
el día 10 de agosto, falleció el compañero 
Antonio Nebot, tras un tiempo enfermo, con 
la discreción que le era habitual. 
Posiblemente nunca es buen momento para 
ello, pero la muerte le sobrevino en uno en 
que tenía renovadas ansías de vivir, de 
poner en práctica nuevos proyectos e 
ilusiones.


Antonio se incorporó a JD desde los inicios, 
en Valencia, y perteneció a uno de los 
primeros secretariados. Actualmente era el 
Presidente de la Sección 2º de la Audiencia 
Provincial de Albacete


Lo conocí en 1991 en Albacete, aunque ya 
había oído hablar de él, y me pareció una 

persona peculiar, es decir, normal. Como ya 
éramos tres, constituimos la Sección 
Territorial de la asociación, e hicimos un 
acto de presentación pública en la 
Universidad, bastante concurrida (incluso 
fueron algunos jueces), en el que intervino, 
junto a Martín Pallín y alguien más; luego 
fuimos a un entrañable bar, ya desaparecido 
(el Nilo, o algo así), que tenía una palmera 
enorme en su interior, y era un símbolo en la 
ciudad.


Pronto crecimos (algo: la Mancha es 
profunda y dura), y fue desde el principio 
nuestro referente, dicho más formalmente, 
nuestro Coordinador territorial. 


Siempre implicado socialmente y atento a 
los sonidos de la calle, a lo que la sociedad 
demandaba, se impulsaron actividades, en 
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colaboración con diversas entidades públicas, en las que siempre 
daba la cara, preparándose sus intervenciones a mano, escrupulosa 
y minuciosamente, con una particular letra muy grande, sin dejar 
nada a la improvisación, preguntándonos siempre la opinión a los 
demás asociados. Y relacionándose en nombre de la asociación 
con los diversos medios de prensa, a los que siempre atendía con 
amabilidad. 


Fruto de su impulso, entre otras muchas actividades asociativas, 
fue la celebración del Congreso de Albacete de JD, que se celebró 
con cierto éxito de participación; logró también implicar, a buena 
parte de los asociados de la Sección, en la participación de 
actividades en el funcionamiento de la Asociación. Acudió a todas 
las permanentes, y salvo enfermedad, a todos los congresos (en los 
que solíamos compartir habitación y ronquidos), que antes 
intentábamos preparar, normalmente en comidas de trabajo que él 
acompañaba, insólitamente, con coca-cola cero; algún defecto 
tenía que tener: como es lógico, también cometió algunos errores, 
lo que evidencia su profunda humanidad. Era muy respetado y 
querido en todo el ámbito asociativo, por su profunda integridad, su 
amabilidad y su bondad.


Su compromiso social, evidenciado en sus actuaciones y en sus 
declaraciones, y en su profunda humanidad, condujo a que 
diversos grupos políticos progresistas le ofrecieran participar en sus 
listas electorales, lo que siempre agradeció, pero nunca aceptó. Su 
vocación judicial era definitiva y temprana (a su fallecimiento era 
uno de los primeros números del escalafón), y su dedicación a tal 
actividad plena y total, siendo un Magistrado de referencia, 
cumplidor y con una clara visión constitucional de la aplicación del 
derecho, colaborando con el CENDOJ en la elaboración de reseñas 
de jurisprudencia, participando en numerosas actividades 
formativas. Aunque ello no fue nunca especialmente valorado por el 
CGPJ. 


Era una persona sencilla, que tenía un peculiar sentido del humor, 
que no siempre era entendido por todo el mundo, y le gustaba 
teatralizarse. Como pasa a los tímidos, a veces no exteriorizaba del 
todo bien sus sentimientos, salvo que lo miraras a los ojos. A no ser 
que hablara de sus hijas y de sus tres nietos y su nieta (siempre se 
empeñaba, como todos los abuelos, en enseñarnos fotos de todos 
ellos, mientras los demás le limpiábamos la baba), momento en que 
le cambiaba la cara y parecía otra persona, radiante y feliz.


Tenía ciertas aficiones, por la pintura, que llegó a practicar, y por la 
agricultura, a la que también dedico algún esfuerzo, del que algunos 
compañeros y compañeras obtuvimos algunos tomates o 
calabazas. Era un amante del cine y de la lectura, especialmente de 
la novela negra, de la que a veces nos intercambiábamos algunos 
libros.


Antonio, mucha gente te echará de menos; a nosotros (Petra, 
Carmen, Pedro Benito, Cira, …), nos has dejado un poco más 
huérfanos, pero pensando en ti, en tu ejemplo, saldremos adelante, 
aunque para algunos, ya no será igual. Quizás nos faltó el último 
brindis, ahora que ya no tomabas coca-cola cero. 


Un fuerte abrazo
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Era muy 
respetado y 
querido en 
todo el 
ámbito 
asociativo, 
por su 
profunda 
integridad, su 
amabilidad y 
su bondad.
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AGENDA DE ACTIVIDADES

Los próximos días 15 y 16 de noviembre, 
celebraremos en Valencia el I Encuentro de 
magistrados de lo contencioso-administrativo 
de Juezas y Jueces para la Democracia. 
Coincidiendo con el 70 aniversario de la 
adopción por la Asamblea General de 
Naciones Unidas de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, supone una ocasión 
ideal para que la asociación recuerde la 
necesidad de la defensa de estos principios y 
de los derechos de la declaración, bajo el 
contexto del mundo globalizado actual.


Trataremos diferentes temas, comenzando 
con la aplicación de la directiva de retorno y 
los derechos de los extranjeros en España, 
sin duda algo de candente actualidad. 
Hablaremos de la vigencia del Estatuto 

Básico del Empleado Público y de la 
jurisprudencia del TJUE sobre el empleo 
temporal. Contaremos también con 
diferentes colaboraciones, como la del 
catedrático en Filosofía del Derecho, Javier 
de Lucas, que impartirá una conferencia bajo 
el título “Sobre el proceso de vaciamiento del 
derecho de asilo por parte de los Estados de 
la UE”.


No dejaremos de lado tampoco, temas tan 
importantes como la nueva casación, de la 
que realizaremos un balance, así como de la 
reforma del proceso contencioso-
administrativo. Para finalizar, formaremos una 
mesa redonda para tratar el tema de los 
Derechos Humanos y la normativa de 
Seguridad Ciudadana.
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Los días 18 y 19 de octubre, tendrán lugar en 
Bilbao, las jornadas de la Comisión de lo 
Social, sin duda una de las comisiones más 
activas y prolíficas de nuestra asociación. En 
la misma se tratarán importantes, como el 
seguimiento y mejora de nuestra revista 
“Jurisdicción Social”, que ya acumula 191 
números y es una importante referencia en el 
orden jurídico-social. Asimismo, se trabajará 
en la modificación de la estructura del Blog, 
todo ello con la finalidad de construir una 
herramienta que sirve de ayuda para quienes 
lo necesiten.


Además de esto, en las jornadas 
analizaremos diferentes temas de actualidad 

para la Comisión de Social, desde el análisis 
de la jurisprudencia hasta el estudio de 
reformas legislativas en nuestro ámbito, 
refiriéndonos a la doctrina de Diego Porras, o 
mejor dicho, a los efectos que está 
generando la doctrina contenida en las 
sentencias Montero Mateos y Grupo Facility.


En definitiva, un encuentro muy necesario y 
que servirá para intercambiar impresiones 
entre magistradas y magistrados, todo ello 
con la finalidad de tener un mejor 
funcionamiento, en estos tiempos actuales  
en los que la precariedad laboral está a la 
orden del día.
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PUBLICACIONES 
ASOCIATIVAS
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